El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 12 de diciembre de 2017

Proceso:


Acción de Tutela – Petición - Concede
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01295-00

Accionante: 

María Helena Patiño Quinto

Accionado:

Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación y las regionales de esas entidades en el Departamento del Chocó, a la que fue vinculado el Coordinador de los Procuradores Judiciales Penales de la Procuraduría Regional del Chocó.

Magistrada Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


PETICIÓN / MECANISMO DE BÚSQUEDA URGENTE DE PERSONAS DESAPARECIDAS / CONCEDE - El 29 de junio de este año el Defensor del Pueblo Regional Chocó solicitó a la Fiscalía de ese departamento activar el mecanismo de búsqueda de persona desaparecida, concretamente del señor Juan Alberto Villamizar Patiño y su inclusión en el Registro Nacional de Personas Desaparecidas. Lo anterior con ocasión a la queja formulada por la señora María Helena Patiño Quinto .

El Director Seccional de Fiscalías del Chocó informó que se había activado el mecanismo de búsqueda urgente de personas desaparecidas. Aportó copia de las órdenes libradas por la Fiscalía 105 Especializada de Quibdó para dar con el paradero del desaparecido y lograr el acercamiento con la autoridad indígena que supuestamente lo retuvo  y del Formato Nacional para Búsqueda de Personas Desparecidas que contiene los datos de Juan Alberto Villamizar Patiño, los hechos en que se produjo supuestamente su desaparición y la información de la denunciante .   

Empero, no se acreditó que lo anterior hubiese sido puesto en conocimiento de la demandante o de la Defensoría del Pueblo. Tampoco que se hubiese resuelto lo relacionado con la inclusión del hijo de la accionante en el Registro Nacional de Desaparecidos.

En esa forma no puede considerarse satisfecho el derecho de petición de que es titular la actora, de acuerdo con la jurisprudencia atrás transcrita, ya que luego de más de cinco meses aún no se han resuelto de manera completa sus peticiones, ni siquiera se le han informado las laborales adelantadas para dar con el paradero de su hijo.

Por tanto, se concederá la tutela reclamada y se ordenará al Director Seccional de Fiscalías del Chocó que proceda a informarle a la demandante el estado en que se encuentra la activación de los mecanismos de búsqueda de personas desaparecidas para hallar a su hijo y resolver sobre su inclusión en el Registro Nacional de Desaparecidos.

Está demostrado que el 19 de octubre de este año la accionante pidió a la Procuraduría General de la Nación intervenir en el proceso penal radicado 270016001100201701407, que se adelanta en virtud de la denuncia de desaparición de su hijo, y vigilar la actuación de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría, ambas de la regional Chocó, entidades a las cuales, según dice, se puso en conocimiento de ese delito pero, luego de cuatro meses, no han suministrado respuesta alguna . 

También, que se ha omitido suministrar contestación a esa       solicitud, pues el hecho contrario no fue demostrado por ese funcionario, quien ni siquiera se pronunció en relación con la acción propuesta, a pesar de que esta Sala lo requirió para que indicara si a ello había procedido. 

En estas condiciones, como la solicitud elevada por la actora ha debido ser resuelta dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se recibió la respectiva petición, y como luego de vencido ese plazo ningún pronunciamiento se ha producido por parte de esa entidad, se considera lesionado el derecho de que se trata y por tanto se concederá la tutela solicitada.

Para protegerlo, se ordenará al Procurador General de la Nación, que proceda a contestar de fondo y en forma clara y concreta la solicitud elevada por la demandante el 19 de octubre pasado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diciembre doce (12) dos mil diecisiete (2017) 


Acta No. 651 del 12 de diciembre de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01295-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora María Helena Patiño Quinto contra la Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación y las regionales de esas entidades en el Departamento del Chocó, a la que fue vinculado el Coordinador de los Procuradores Judiciales Penales de la Procuraduría Regional del Chocó.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante que es víctima de desplazamiento debido a la desaparición forzada de su hijo Juan Alberto Villamizar Patiño, ocurrida el 19 de junio de este año, durante el paro indígena de la comunidad La Puria que se instaló en el kilómetro 11 de la vía que de Medellín conduce a Quibdó. Ha elevado ante las entidades accionadas reiteradas solicitudes, a efecto de que se activen los mecanismos de búsqueda urgente de personas desaparecidas, pero a la fecha no ha obtenido respuesta alguna.  
2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita se ordene a las demandadas resolver de fondo las citadas peticiones.  
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 28 de noviembre se admitió la acción y se decretaron pruebas de oficio. Con posterioridad se ordenó vincular al Coordinador de los Procuradores Judiciales Penales de la Procuraduría Regional del Chocó. 

2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional del Chocó solicitó declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, con sustento en que mediante oficio del 29 de noviembre pasado, dio traslado de la denuncia elevada por la accionante a la Fiscalía de ese departamento, entidad encargada de activar el mecanismo de búsqueda urgente por desaparición forzada. De igual manera, el 22 de noviembre anterior, remitió la citada denuncia al Coordinador de Procuradurías Judiciales Penales del Chocó para que, dentro de su competencia, adelantara las diligencias necesarias por el presunto delito de desaparición forzada.  
2.2 El Director Seccional de Fiscalías del mismo departamento señaló que revisados los sistemas misionales de información y el archivo documental de la entidad, no se encontró registro alguno de solicitudes elevadas directamente por la señora María Helena Patiño Quinto. Luego informó que ante la Fiscalía 105 Especializada de Quibdó, se adelanta el trámite de la noticia criminal por el delito de desaparición forzada del señor Juan Alberto Villamizar Patiño, en que funge como denunciante la actora y que a pesar de que no existen peticiones formales, la familia de la víctima ha contado con atención personalizada por parte de funcionarios de esa Dirección Seccional. De otro lado, dijo, con ocasión a la solicitud realizada por el Defensor del Pueblo del Chocó, el 29 de junio de este año se procedió a activar el mecanismo urgente de búsqueda de personas desaparecidas y se diligenció el formato nacional para esa búsqueda. Así mismo, en aquella investigación penal se elaboró el respectivo programa metodológico, dentro del cual se ordenó: a) a la Policía Judicial activar los mencionados mecanismos de búsqueda de desaparecidos, ante distintas autoridades, entre ellas, el Ministerio Público, la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, la Registraduría y Medicina Legal; b) conformar una comisión interinstitucional con el fin de realizar acercamiento con la comunidad indígena OE TA PURIA para ubicar a la víctima y c) realizar una búsqueda minuciosa en el lugar donde fue vista por última vez.

Pide se declare improcedente el amparo debido a que la entidad que representa no ha vulnerado derecho alguno a la demandante.   
2.3 El Procurador 158 judicial II de la Procuraduría Regional del Chocó informó que el 1º de diciembre de este año, y no el 1º de noviembre como erróneamente se consignó, se recibió oficio, no dice cuál, y el 7 del citado mes, dentro del término razonable, se procedió a solicitar la activación de los mecanismos de búsqueda urgente. Ese mismo día se le comunicó a la actora sobre esa petición y que podía establecer contacto con la Fiscalía que conoce el proceso para establecer su estado.  
3. El Procurador y el Fiscal General de la Nación y guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si se incurrió en lesión al derecho de petición, de que es titular la demandante y se definirá si se está frente a un hecho superado.

3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

El artículo 21 dice que si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente.

5. Teniendo en cuenta la variedad de entidades involucradas, la Sala analizará la situación individual de cada una de ellas.
5.1 El 29 de junio de este año el Defensor del Pueblo Regional Chocó solicitó a la Fiscalía de ese departamento activar el mecanismo de búsqueda de persona desaparecida, concretamente del señor Juan Alberto Villamizar Patiño y su inclusión en el Registro Nacional de Personas Desaparecidas. Lo anterior con ocasión a la queja formulada por la señora María Helena Patiño Quinto
.
El Director Seccional de Fiscalías del Chocó informó que se había activado el mecanismo de búsqueda urgente de personas desaparecidas. Aportó copia de las órdenes libradas por la Fiscalía 105 Especializada de Quibdó para dar con el paradero del desaparecido y lograr el acercamiento con la autoridad indígena que supuestamente lo retuvo
 y del Formato Nacional para Búsqueda de Personas Desparecidas que contiene los datos de Juan Alberto Villamizar Patiño, los hechos en que se produjo supuestamente su desaparición y la información de la denunciante
.   

Empero, no se acreditó que lo anterior hubiese sido puesto en conocimiento de la demandante o de la Defensoría del Pueblo. Tampoco que se hubiese resuelto lo relacionado con la inclusión del hijo de la accionante en el Registro Nacional de Desaparecidos.
En esa forma no puede considerarse satisfecho el derecho de petición de que es titular la actora, de acuerdo con la jurisprudencia atrás transcrita, ya que luego de más de cinco meses aún no se han resuelto de manera completa sus peticiones, ni siquiera se le han informado las laborales adelantadas para dar con el paradero de su hijo.

Por tanto, se concederá la tutela reclamada y se ordenará al Director Seccional de Fiscalías del Chocó que proceda a informarle a la demandante el estado en que se encuentra la activación de los mecanismos de búsqueda de personas desaparecidas para hallar a su hijo y resolver sobre su inclusión en el Registro Nacional de Desaparecidos.

5.2 Está demostrado que el 19 de octubre de este año la accionante pidió a la Procuraduría General de la Nación intervenir en el proceso penal radicado 270016001100201701407, que se adelanta en virtud de la denuncia de desaparición de su hijo, y vigilar la actuación de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría, ambas de la regional Chocó, entidades a las cuales, según dice, se puso en conocimiento de ese delito pero, luego de cuatro meses, no han suministrado respuesta alguna
. 
También, que se ha omitido suministrar contestación a esa       solicitud, pues el hecho contrario no fue demostrado por ese funcionario, quien ni siquiera se pronunció en relación con la acción propuesta, a pesar de que esta Sala lo requirió para que indicara si a ello había procedido. 

En estas condiciones, como la solicitud elevada por la actora ha debido ser resuelta dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se recibió la respectiva petición, y como luego de vencido ese plazo ningún pronunciamiento se ha producido por parte de esa entidad, se considera lesionado el derecho de que se trata y por tanto se concederá la tutela solicitada.

Para protegerlo, se ordenará al Procurador General de la Nación, que proceda a contestar de fondo y en forma clara y concreta la solicitud elevada por la demandante el 19 de octubre pasado.

5.3 El amparo se negará respecto de las demás entidades, esto es la Procuraduría Regional del Chocó y la Fiscalía General de la Nación, teniendo en cuenta que la actora no aportó prueba de las peticiones que les hubiese elevado, a pesar de que con tal fin fue requerida por esta Sala mediante auto del pasado 28 de noviembre. Es decir que ante la incertidumbre sobre la real ocurrencia de aquel hecho no queda otro camino que negar el amparo respecto de esas entidades.

A lo anterior cabe agregar que si bien el Procurador Regional del Chocó y el Coordinador de Procuradores Judiciales Penal de esa Regional, dan cuenta de una queja formulada por la accionante el 25 de julio de este año, esta hace referencia a la denuncia penal que instauró por la desaparición forzada de su hijo señor Juan Alberto Villamizar Patiño
, al punto que el último de esos funcionarios indicó que procedió a remitirla por competencia al Juzgado Segundo Penal del Circuito de esa ciudad
, y por tal razón el derecho de petición no es el medio para obtener información sobre el estado del proceso, pues para ese efecto le asiste el derecho a formular solicitudes en su calidad de víctima en ese asunto.  
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular la señora María Helena Patiño Quinto.

SEGUNDO: En consecuencia, se ordena: a) al Dr. Edisson         Alberto Booder Valencia, Director Seccional de Fiscalías del Chocó, informar a la accionante el estado en que se encuentra la activación   de los mecanismos de búsqueda de personas desaparecidas para   hallar a su hijo y resolver sobre su inclusión en el Registro Nacional    de Desaparecidas y b) al Dr. Fernando Carrillo Flórez, Procurador General de la Nación, pronunciarse de fondo y en forma clara y concreta sobre la solicitud elevada por la demandante el 19 de octubre pasado. 

Para ese efecto se les concede un término de cuarenta y ocho, el que se contará a partir de la notificación que de esta providencia se les haga.

TERCERO: Se niega el amparo frente al Coordinador de los Procuradores Judiciales Penales de la Procuraduría del Chocó, el Procurador Regional de ese departamento y el Fiscal General de la Nación.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia dictada en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-01295-00)
CUARTO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 





DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folio 4
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